APORTACIONES DE MÉXICO AL
PROCESO DE CONSULTAS DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS SOBRE EL PERFECCIONAMIENTO DE SU REGLAMENTO, POLÍTICAS Y PRÁCTICAS INSTITUCIONALES
MEDIDAS CAUTELARES
A) Recomendaciones del Grupo de Trabajo

El tema de medidas cautelares fue altamente discutido en las sesiones del Grupo de Trabajo. La facultad de la CIDH para dictarlas ha sido cuestionada por varios Estados, no obstante, México considera que el sistema de medidas cautelares ha sido de gran utilidad para la protección de los derechos humanos de muchas personas.

En ese sentido, sin cuestionar las facultades de la CIDH, México coincide con las conclusiones del Grupo de Trabajo en el sentido de que podrían  perfeccionarse aspectos procedimentales del sistema de medidas cautelares. Asimismo, la CIDH podría establecer reglas más claras para el funcionamiento y operación del mismo, sin que se obstaculice su objetivo último de solicitar de forma ágil la protección del Estado para personas en situaciones que lo ameriten.

B) Observaciones del Estado mexicano respecto al objeto de la consulta
1. Sobre la solicitud de medidas cautelares y su evaluación 
a. Individualización y/o determinación de beneficiarios (arts. 25.3 y 25.8 del Reglamento) 
México no desconoce la facultad de la CIDH de solicitar medidas colectivas, pero estima que su reglamentación actual es insuficiente y podría beneficiarse de mayor amplitud y claridad. Lo anterior incluye una diferenciación de la reglamentación relativa a procedimiento, metodología y toma de decisiones que sigue la CIDH para solicitar las medidas colectivas respecto de la reglamentación empleada para solicitar medidas individuales, dada la naturaleza, gravedad, riesgo e inminencia del daño de las situaciones que justifican ambas categorías.

b. Solicitud de información al Estado: prácticas y excepciones para las solicitudes formuladas por la CIDH (art. 25.5 del Reglamento); 
La solicitud de información al Estado previa a la adopción de las medidas cautelares, tal como lo establece el artículo 25.5 del Reglamento de la CIDH, debe ser la regla general para el otorgamiento de las medidas cautelares. 

México ha tenido algunas experiencias, sobre todo con medidas cautelares dictadas a favor de una colectividad, en las que la CIDH ordena la implementación a favor de un grupo y, por no haber solicitado previamente información, dichas medidas generan mayor fricción entre los grupos en conflicto. 
Es por ello fundamental que, previo a la solicitud al Estado de medidas cautelares de carácter colectivo, la CIDH se allegue, por todos los medios posibles, de información sobre el contexto político, social o económico, entre otros, de la situación de que se trate. Ello es indispensable a fin de asegurar que efectivamente las medidas cautelares colectivas contribuyan a la protección de las personas y no a agravar las circunstancias que privan en tales situaciones.
2. Sobre la decisión respecto de la solicitud de medidas cautelares estructura y contenidos de la decisión de otorgar medidas (arts. 25.1 y 25.2 del Reglamento) 
Tal como lo recomendó el Grupo de Trabajo, el Estado mexicano considera necesario que se definan de manera más amplia y clara los criterios de “gravedad y urgencia” en el Reglamento de la CIDH para fundar la implementación de medidas cautelares.  Podría tomarse como una base sobre la cual elaborar los criterios que ha desarrollado la CIDH en sus informes sobre la situación de las defensoras y defensores de derechos humanos en las Américas.

También se considera que, antes de dictar las medidas, se debe ordenar una evaluación que determine el grado de riesgo con la finalidad de lograr mayor seguridad jurídica. Lo anterior implica modificaciones o adecuaciones a políticas y prácticas institucionales de la CIDH respecto de la determinación del riesgo.
3. Sobre la implementación y vigencia de las medidas cautelares 

Con la finalidad de atender a la naturaleza temporal de las medidas, el Estado mexicano estima fundamental que la CIDH realice revisiones periódicas, de preferencia calendarizadas, sobre la situación que dio origen a la implementación de las medidas. En caso de que el riesgo no persista, debe ordenarse el levantamiento de las mismas.  Para esos efectos, se considera necesario establecer mecanismos de acercamiento de la CIDH a los países que incluyan mayor número de visitas in loco.
Asimismo, convendría revisar, con el fin de simplificar, los procedimientos internos que sigue la CIDH para considerar y decidir sobre el levantamiento o archivo de medidas.   
4. Sobre el término o transformación de las medidas cautelares 

México desea resaltar, una vez más, la importancia de que la CIDH funde y motive, tanto fáctica como jurídicamente, todas sus decisiones para otorgar, revisar y, en su caso, levantar las medidas cautelares. 

Además, se considera necesario prever, dentro de los criterios definidos en el artículo 25 párrafos 7 y 8, como motivo para levantar las medidas, los sugeridos por el Grupo de Trabajo: “la negativa de los beneficiarios a recibirlas, el mal uso que hagan de ellas o el cambio de las circunstancias que las motivaron.”

